
CON PUNTO DE ACUERDO, POR EL QUE SE FORMULA UN EXTRAÑAMIENTO AL GOBERNADOR 

Y AL FISCAL GENERAL DE COAHUILA POR LAS DESAPARICIONES DE PERSONAS OCURRIDAS 

EN LA ENTIDAD, A CARGO DEL DIPUTADO JESÚS RAMÍREZ RANGEL, DEL GRUPO 

PARLAMENTARIO DEL PAN  

Quien suscribe, diputado en la LXI Legislatura, integrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, 

con fundamento en lo dispuesto en el artículo 6, numeral 1, fracción I, y en el artículo 79, numeral 1, fracción II, y 

en el numeral 2, fracciones III, IV y V, del Reglamento de la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la 

Unión, somete a consideración de este pleno la proposición con punto de acuerdo, de urgente u obvia resolución, 

por el que la Cámara de Diputados realiza un extrañamiento al gobernador de estado de Coahuila, licenciado Jorge 

Torres López, y al fiscal general del estado de Coahuila, licenciado Jesús Torres Charles, ante los diversos casos de 

desapariciones de personas ocurridos en la entidad, al tenor de las siguientes 

Consideraciones 

La desaparición forzada o involuntaria de personas es un hecho que ha ido en aumento, el Consejo de Derechos 

Humanos de las Naciones Unidas en sus últimas resoluciones manifiesta lo siguiente al respecto: 

“El Consejo de Derechos Humanos de Naciones Unidas está profundamente preocupado por el gran número de 

casos de desapariciones forzadas o involuntarias en todo el mundo, incluidos los arrestos, detenciones y 

secuestros cuando son parte de las desapariciones forzadas o equivalen a ellas, y por el creciente número de 

denuncias de actos de hostigamiento, malos tratos e intimidación padecidos por testigos de desapariciones o 

familiares de personas que han desaparecido.” 

(Consejo de Derechos Humanos, decimocuarta sesión del periodo de sesiones, HRC/RES/14/10, 23 de junio 

2010). 

En el caso particular del estado de Coahuila, de conformidad con información de la Comisión Nacional de los 

Derechos Humanos, éste ocupa el tercer lugar a nivel nacional en denuncia por desaparición forzada de personas, 

situación que es alarmante ya que el número de desapariciones ha ido en aumento considerablemente. 

Actualmente se tienen documentados aproximadamente 104 casos de desapariciones, más los que no son 

denunciados, los cuales se han presentado en los municipios de Saltillo, Piedras Negras, Torreón, Ramos Arizpe, 

Matamoros, Monclova, Nava, Parras y Zaragoza, todos municipios de Coahuila, además de que la mayoría de los 

desaparecidos corresponden al sexo masculino, de edades entre 17 y 40 años, sin embargo, se tiene también el 

registro de desapariciones de menores y mujeres. 

Un aspecto relevante es que de las personas desaparecidas, no todas ellas tienen su residencia en Coahuila, algunas 

visitaban el Estado de manera esporádica por motivos laborales.  

Estos casos, junto con la cifra del índice delictivo en Coahuila llaman la atención, sobre todo cuando de acuerdo 

con los resultados preliminares del Diagnóstico de las corporaciones policiales del país, emitido por el Sistema 

Nacional de Seguridad Pública, el gobierno de Coahuila está reprobado en materia de seguridad pública. Se registra 

que el 75 por ciento de los delitos no son denunciados toda vez que los coahuilenses no tienen confianza en la 

Fiscalía General del Estado, cuyo fiscal es el licenciado Jesús Torres Charles, lo que da como resultado el 98 por 

ciento de impunidad. 

Por otro lado, las cifras reflejan que 3 de cada 10 elementos de la Policía Estatal de la entidad han aprobado el 

examen de control de confianza, lo cual demuestra que la estructura de dicha corporación es insuficiente y en 

consecuencia el gobierno del Estado no da los resultados necesarios para combatir la inseguridad.  

Lo anterior aunado al subejercicio en los recursos asignados a Coahuila por concepto del Fondo de Aportaciones 

para la Seguridad Pública (FASP), ya que en el 2010 se asignó para el estado el monto de 195.4 millones de pesos 



y para octubre del mismo año el Fiscal del Estado declaró que sólo se habían ejercido 27.2 millones de pesos, es 

decir el 17.4 por ciento de la cantidad que radicó el FASP para Coahuila. 

Con lo que respecta a la implementación del nuevo sistema de justicia penal según lo aprobado en la reforma 

constitucional desde junio de 2008, y cuya implementación permitirá una mejor impartición de justicia en el 

estado, cabe mencionar que la entidad presenta un avance nulo al respecto, a pesar de que ya transcurrieron dos 

años y medio desde la aprobación de la reforma, está información de acuerdo con los informes de la secretaría 

técnica del Consejo de Coordinación para la Implementación del Sistema de Justicia Penal. 

Todo lo expuesto deja en evidencia las carencias y la falta de acciones en materia de seguridad y justicia por parte 

del titular de la Fiscalía General del Estado, en específico, por lo que se refiere a los 104 casos denunciados de 

personas desaparecidas en Coahuila, también hay nulo avance. 

Los familiares de los desaparecidos aluden la falta de atención de la autoridad, y citan que no hay avance en las 

investigaciones sobre los casos. Mencionan que en ninguna de las reuniones que han sostenido con el gobernador y 

diversas autoridades estatales se les ha informado sobre las medidas que estos han realizado para localizar a las 

personas desaparecidas, los funcionarios no dan a las familias ningún resultado sobre las investigaciones. 

Es un derecho del individuo el tener acceso a una justicia pronta y expedita, es evidente que las autoridades locales 

no han proporcionado este derecho a los desaparecidos y sus familiares, por lo que se hace necesario que se 

instrumenten acciones para detener las desapariciones y la privación ilegal de la libertad, además de dar el 

inmediato cauce legal a todas las denuncias con motivo de la desaparición de personas. 

Nuestra Constitución Política establece la facultad de atracción de la Procuraduría General de la República en su 

artículo 73, fracción XXI, en los casos de delitos del fuero común que tengan conexidad con delitos federales.  

Es lamentable que estas desapariciones, que son competencia del fuero común, no hayan sido resueltas por las 

autoridades locales, además que dichos acontecimientos continúan en aumento; asimismo el gobierno del estado no 

ha solicitado formalmente a la PGR que ejerza su facultad de atracción, con motivo de que se presume que algunos 

de estos casos tienen conexidad con delitos federales.  

La gravedad de estos hechos requiere que se tomen de inmediato medidas para garantizar la seguridad de las 

personas; de todo lo señalado se desprende que la Fiscalía General del Estado no cuenta con los elementos ni las 

políticas públicas que garanticen la seguridad de los ciudadanos, prueba de ello es el aumento en los casos sobre 

desaparición de personas.  

En este orden de ideas, se somete a consideración de esta honorable Cámara de Diputados la siguiente proposición 

con  

Puntos de Acuerdo  

De urgente u obvia resolución 

Primero. La Cámara de Diputados realiza un extrañamiento al gobernador del estado de Coahuila, 

licenciado Jorge Torres López, y al fiscal general del estado de Coahuila, licenciado Jesús Torres Charles, 

ante los diversos casos de desapariciones de personas ocurridos en la entidad.  

Segundo. La Cámara de Diputados solicita de manera respetuosa a la Procuraduría General de la República 

(PGR) que analice la posibilidad de ejercer su facultad de atracción sobre los casos de desaparición de 

personas en diversos municipios del estado de Coahuila, ante la falta de petición formal por parte del 

gobierno del estado.  

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de febrero de 2011. 



Diputado Jesús Ramírez Rangel (rúbrica) 

 


